SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°070
RADICACIÓN: 660013107002201700136-01
ACCIONANTE:       LILIANA SINISTERRA
REVOCA Y NIEGA POR HECHO SUEPRADO

                             El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia –

Proceso:    
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :
 660013107002201700136-01
Accionante: 

LILIANA SINISTERRA
Accionado:
 UARIV 

Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:

MÍNIMO VITAL / PERSONA DESPLAZADA / ATENCIÓN HUMANITARIA DE EMERGENCIA  / MONTO ENTREGADO DEBIÓ SER DISCUTIDO EN SEDE ADMINISTRATIVA / HECHO SUPERADO / NIEGA
Una vez analizada la situación fáctica narrada en el escrito de tutela, única con la cual contaba en su momento el Juez Constitucional para emitir el fallo, y ante el silencio de la UARIV, se procedió a conceder el amparo, por medio del cual se ordenó a ese ente territorial brindar la ayuda humanitaria de emergencia.

No obstante, por parte del Director de Gestión Social y Humanitaria de la AURIV, se informa que mediante resolución 0600120171682893 de diciembre 1° de 2017 se dispuso reconocer y ordenar el pago de la Atención Humanitaria de Emergencia en los componentes de alojamiento y alimentación a favor de la señora LILIANA SINISTERRA, consistente en la entrega de tres giros por valor de $280.000 por el término de un año.  Dicho acto administrativo, frente al cual procedían los recursos de reposición y apelación, fue debidamente notificado a la accionante en diciembre 14 de 2017, habiéndose guardado absoluto silencio al respecto.

Si bien es cierto, la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel fue ajustada a derecho, por cuanto se desconocía las actividades desplegadas por parte de la UARIV con el fin de atender la circunstancia calamitosa de la accionante y su núcleo familiar, lo que a la hora de ahora se sabe es que en efecto se atendieron las exigencias de la afectada y se procedió, como así debía hacerse, a expedir el acto administrativo por medio del cual se le brindara la ayuda humanitaria de emergencia que requería, al haber sido víctima de desplazamiento de la ciudad de Buenaventura.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta y uno (31) de julio de dos mil dieciocho (2018)

                                                                        Acta de Aprobación No 629
                                                        Hora: 2:30 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por El Director Técnico de Gestión Social y Humanitaria de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-, frente al fallo proferido por el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela impetrada por la ciudadana LILIANA SINISTERRA.
2.- DEMANDA 

Informa la señora LILIANA SINISTERRA que es víctima de desplazamiento  forzado, por lo cual tuvo que salir de la Vereda  Cajambre de Buenaventura (V.), en octubre 05 de 2017, con sus seis hijos menores de edad, por lo cual es madre cabeza de familia, siendo recibida en esta capital en un hogar de paso de la Alcaldía de Pereira por pocos días, de donde tuvo que salir porque otra familia la amenazó. Aduce que según se le informó, la ayuda humanitaria por $280.000 -la cual es muy poco dado que tiene seis hijos- le llegó a Buenaventura, lo cual no tiene sentido ya que tiene sus datos actualizados en Pereira y no puede regresar a esa ciudad.

Pide que se tutelen sus derechos fundamentales, y por ende se le ordene a  la UARIV que le entregue la ayuda humanitaria de emergencia a que tiene derecho, sin dilación o trámites innecesarios por su extrema vulnerabilidad.

Por escrito separado, reclama como medida provisional que se le suministre de manera inmediata albergue, alimentos y los recursos para subsistir con sus seis hijos.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La acción constitucional correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, despacho que procedió  admitirla y correr traslado de la misma a la UARIV, a la vez que negó la medida provisional, al no contar con elementos de prueba para ello.  

Como quiera que no existió pronunciamiento alguno por parte de la UARIV, el despacho profirió sentencia en diciembre 28 de 2017, por medio de la cual amparó los derechos fundamentales al mínimo vital y vida en condiciones dignas de los que es titular la señora LILIANA SINISTERRA y su grupo familiar, ordenándose que dentro de las 48 horas siguientes, proceda a hacer entrega de la ayuda humanitaria de emergencia, la cual se debe realizar en la ciudad de Pereira, donde actualmente tienen su lugar de residencia.

Por parte de Gestión Social y Humanitaria de la AURIV se recibió escrito en diciembre 29 de 2017 donde daba respuesta a la tutela, la que no fue objeto de valoración por el a quo, al haberse presentado cuando ya se había proferido el fallo respectivo.

4.- IMPUGNACIÓN

El Director de Gestión Social y Humanitaria de la AURIV se mostró inconforme con lo resuelto, y solicita se revoque el fallo adoptado y en su lugar se niegue lo pretendido, con fundamento en lo siguiente:

(i) La señora LILIANA SINISTERRA está incluida en el Registro Único de Víctimas por el hecho victimizante de desplazamiento forzado; (ii) luego de hacer alusión a lo reglado en el Decreto 1084 de 2015, expresa que la accionante cuenta con un proceso de identificación de carencias, donde se estableció que su hogar presenta algunas de extrema urgencia en el componente de alimentación y alojamiento, por lo cual se le concedió el pago de atención humanitaria de emergencia, mediante acto administrativo  N° 0600120171682893 de 2017, el cual determinó el pago de tres giros por valor de $280.000 cada uno, por el período correspondiente a un año; (iii) la identificación de carencias en los dos componentes son identificados de manera independiente, por ello para su caso, se identifica en niveles distintos, por lo cual da lugar a la entrega de atención humanitaria en etapas de emergencia y transición; (iv) el primer giro se puso a disposición de la actora en diciembre 22 de 2017 en el Banco Agrario y fue cobrado en mayo 23, y cada giro tiene una vigencia de 4 meses; (v) el contenido del referido acto administrativo se le notificó a la actora en diciembre 14 de 2017,  con lo cual se le garantizó el debido proceso y derecho de contradicción, habiéndose emitido respuesta mediante radicación N° 201772034744741 de enero 01 de 2017, la que le fue remitida a la dirección que aportó en la tutela; (vi) el fallo adoptado carece de objeto, pues como se probó la entidad puso a su disposición el primer giro y el acto administrativo le fue notificado personalmente, por lo cual se presenta un hecho superado, y (vii) la UARIV realizó las actividades tendientes a resolver las inquietudes de la actora frente a la entrega de la ayuda humanitaria, como se le informó oportunamente, sin que en momento alguno se le haya vulnerado sus derechos, toda vez que de no estar de acuerdo con la decisión adoptada podría acudir a las instancias administrativas correspondientes 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto del fallo impugnado, en cuanto concedió el amparo constitucional y de acuerdo con el resultado se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola, como así lo pide la entidad recurrente.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La situación de miles de personas que han tenido que sufrir un desplazamiento forzado en Colombia, ha ocasionado que la política pública programada para hacerle frente esté plagada de constantes inconsistencias, al extremo que la H. Corte Constitucional hubo de interferir en el manejo gubernamental de esta circunstancia calamitosa y mediante sentencia del año 2004 declaró el estado de cosas inconstitucional
 con respecto a las condiciones de la población desplazada, lo cual al día de hoy no ha logrado superarse. 

Debido precisamente a la falta de concordancia entre la gravedad de la afectación de los derechos reconocidos constitucionalmente, el volumen de recursos destinados a asegurar el goce efectivo de tales derechos, y la capacidad institucional para dar cumplimiento a los correspondientes mandatos constitucionales, impartió múltiples órdenes al gobierno central y a las entidades designadas por éste en todo el país encargadas de la atención de las personas desplazadas, para que adoptaran mecanismos idóneos que lograran una solución definitiva al problema.    

Lamentablemente, aún hoy las entidades que el Gobierno ha designado para atender tal situación no han podido mostrar unos resultados óptimos de administración que permitan a ese grupo de población vulnerable tener acceso a un mínimo de condiciones dignas. Por lo mismo, es claro que la acción de tutela es procedente para procurar el reconocimiento de los derechos fundamentales de estas personas a quienes debe dárseles una connotación especial en atención a sus características, puesto que hacen parte de los llamados sujetos de especial protección
.

Respecto a esa protección especial que debe darse a las personas desplazadas, la H. Corte Constitucional en la sentencia T-495/09, reiteró:

“[…]Esta Sala de Revisión reitera la posición adoptada en múltiples sentencias, ante vulneración a los derechos fundamentales invocados por víctimas de desplazamiento forzado, que son merecedoras de especial protección por estar en situación dramática al haber soportado cargas injustas, que es urgente contrarrestar para que puedan satisfacer sus necesidades más apremiantes.

 

La corporación ha encontrado que resulta desproporcionado exigir el agotamiento previo de trámites ordinarios como requisito para la procedencia de la tutela. Así, en diversas oportunidades ha expresado:

 

“[…] debido a la gravedad y a la extrema urgencia a la que se ven sometidas las personas desplazadas, no se les puede someter al trámite de las acciones judiciales para cuestionar los actos administrativos de la Red, ni a la interposición de interminables solicitudes a la coordinadora del Sistema. Aquello constituye la imposición de cargas inaguantables, teniendo en cuenta las condiciones de los connacionales desplazados, y son factores que justifican la procedencia de la acción de tutela. En este contexto, se ha admitido que cuando quiera que en una situación de desplazamiento forzado una entidad omita ejercer sus deberes de protección para con todos aquellos que soporten tal condición, la tutela es un mecanismo idóneo para la protección de los derechos conculcados […]”
 
Son muchas las críticas que se hacen a la forma como se ha desarrollado la política de atención a las necesidades de los desplazados, y es por ello que estas personas se ven obligadas a acudir ante el juez constitucional a efectos de lograr una ayuda real a su condición.

En el caso puesto de presente la acción de tutela interpuesta por la señora LILIANA SINISTERRA, se aprecia que la misma reclama que por parte de la UARIV, se le otorgue la ayuda humanitaria de emergencia,  toda vez que tuvo que salir desplazada con sus seis hijos menores de edad, de la Vereda Cajambre de Buenaventura (V.), por lo cual invocó la protección de sus derechos al mínimo vital y la vida digna, con el propósito de que se le ordenara a esa entidad suministrarle la asistencia que requiere.

Una vez analizada la situación fáctica narrada en el escrito de tutela, única con la cual contaba en su momento el Juez Constitucional para emitir el fallo, y ante el silencio de la UARIV, se procedió a conceder el amparo, por medio del cual se ordenó a ese ente territorial brindar la ayuda humanitaria de emergencia.
No obstante, por parte del Director de Gestión Social y Humanitaria de la AURIV, se informa que mediante resolución 0600120171682893 de diciembre 1° de 2017 se dispuso reconocer y ordenar el pago de la Atención Humanitaria de Emergencia en los componentes de alojamiento y alimentación a favor de la señora LILIANA SINISTERRA, consistente en la entrega de tres giros por valor de $280.000 por el término de un año
.  Dicho acto administrativo, frente al cual procedían los recursos de reposición y apelación, fue debidamente notificado a la accionante en diciembre 14 de 2017
, habiéndose guardado absoluto silencio al respecto.

Si bien es cierto, la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel fue ajustada a derecho, por cuanto se desconocía las actividades desplegadas por parte de la UARIV con el fin de atender la circunstancia calamitosa de la accionante y su núcleo familiar, lo que a la hora de ahora se sabe es que en efecto se atendieron las exigencias de la afectada y se procedió, como así debía hacerse, a expedir el acto administrativo por medio del cual se le brindara la ayuda humanitaria de emergencia que requería, al haber sido víctima de desplazamiento de la ciudad de Buenaventura.

De ello se evidencia que la UARIV adelantó el procedimiento respectivo y luego de identificar las carencias del hogar conformado por la señora LILIANA SINISTERRA, determinó el pago de una suma de dinero para atender su situación de emergencia a raíz del desplazamiento del que fue víctima, y por el encuentra inscrita en el R.U.V.

De los documentos que se allegaron al dossier se desprende que por parte de la AURIV se emitió la resolución por la cual se le otorgó la ayuda humanitaria de emergencia a la señora SINISTERRA en diciembre 1° de 2017, aunque la misma le fue notificada personalmente en diciembre 14 de esa anualidad, es decir, un día después de haber presentado esta acción constitucional, aunque de ello desafortunadamente no se enteró el a quo, no solo porque la UARIV guardó silencio dentro del término de traslado concedido, sino porque además la actora tampoco informó lo pertinente al despacho de instancia.

Por parte de la Sala se obtuvo comunicación telefónica con la señora LILIANA SINISTERRA, para verificar si por parte de la UARIV le han sido entregadas las ayudas que le fueron ordenadas, percatándose esta Corporación que la accionante ya no reside en esta capital, y pese a que en el escrito de tutela se evidencia que la misma tuvo que desplazarse de zona rural de Buenaventura, en la actualidad vive en uno de los barrios de ingreso a dicho puerto
, y que por parte de la UARIV ya se le han realizado dos de los pagos dispuesto, los cuales cobró cuando todavía estaba en Pereira, aunque estos no fueron por la totalidad de la suma ordenada, al parecer por los costos de consignación, y se encuentra a la espera del pago del otro auxilio, aunque ya adelantó gestiones ante la UARIV para que le sea sufragado en Buenaventura.

Como se evidencia, incluso con antelación a que por parte de la señora LILIANA SINISTERRA se interpusiera la acción constitucional, con el único fin de que le fueran suministradas las ayudas de emergencia para ella y sus hijos menores, la entidad había obrado en consecuencia con su situación de extrema urgencia y ello ha conllevado que a la fecha la accionante, haya recibido dos de los tres giros que fueron ordenados en su favor.

Y aunque en sede de tutela la señora LILIANA SINISTERRA discrepó de la suma que recibiría por tal concepto -$280.000-, no era por medio de esta vía donde debía mostrar su inconformidad al respecto, sino que para ello debía acudir a los recursos que procedían contra el acto administrativo que así lo dispuso, pero contrario a ello, guardó absoluto silencio lo que se entiende como su asentimiento frente a lo allí decidido, por lo cual no puede convertirse la acción de tutela en una instancia adicional para revivir el estudio de un asunto, cuyo debate debió surtirse como así lo dispone el ordenamiento administrativo.
No obstante que la Corporación no puede desconocer las circunstancias de índole personal por las cuales se hallaba la señora LILIANA SINISTERRA, en tanto a raíz del desplazamiento que sufrió, debió radicarse en esta ciudad, donde reclamaba la ayuda estatal, aprecia la Sala que la UARIV si atendió su requerimiento, por ende el núcleo familiar de la actora ha recibido las ayudas pertinentes, las que si bien no son muy altas, si le ayudan a solventar sus necesidades, sin dejar de lado que quizás el riesgo que vivía la misma y que inicialmente originó su desarraigo, pudo haber disminuido, pues no de otra forma entiende la Sala que haya retornado de manera voluntaria a la ciudad de Buenaventura, de cuya zona rural salió desplazada meses atrás.

Para la Sala entonces, y como así lo expresa la entidad demandada, se evidencia que nos encontramos ante la carencia actual del objeto por hecho superado, el cual según la jurisprudencia constitucional, tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional
.

Y en este caso específico, se reitera, por parte de la UARIV se atendió lo solicitado por la señora LILIANA SINISTERRA, al haberse ordenado el pago de la ayudas humanitarias de emergencia, y en ese orden de ideas, se revocará la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, y en consecuencia se negará la protección exigida al configurarse la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.

No obstante, se insta a la UARIV no solo para que culmine la entrega de las ayudas que se ordenaron a favor de la señora LILIANA SINISTERRA, de la cual aún está pendiente de recibir el último de los tres giros dispuestos que debe hacerse a su favor en la ciudad de Buenaventura donde actualmente reside. Así mismo, en el evento que la señora LILIANA SINISTERRA se vea inmersa nuevamente en una situación similar a la que originó la presente tutela, se proceda a adelantar con celeridad los trámites a que hubiere lugar.
ANOTACIÓN ADICIONAL

En este asunto se aprecia que el fallo fue proferido en diciembre 28 de 2017, y una vez se efectuaron las notificaciones respectivas se evidencia que la única que mostró su inconformidad contra la referida providencia fue la UARIV, por lo que una vez vencido el último término de notificación, que en este caso fue para el Agente del Ministerio Público -enero 16 de 2018-, lo que procedía era la remisión de la actuación a esta Corporación para que se desatara la impugnación dentro del plazo establecido en la ley -artículo 32 del Decreto 2591/91-. Contrario a ello y como se aprecia en la constancia de la secretaria del juzgado de primer grado visible a folio 52, el expediente permaneció por espacio de más de seis meses en uno de los anaqueles sin habérsele dado el trámite pertinente. Se trata de una situación que fue conocida por la funcionaria que estaba encargada para ese momento, quien dispuso lo propio para que el asunto fuera remitido a esta Corporación; no obstante, de ello debe ser enterado el actual titular del juzgado para los fines de esclarecimiento a los que haya lugar, e igualmente para evitar que una situación similar vuelva a presentarse. Se dispone que por parte de la secretaría de la Sala se oficie en tal sentido.
FALLA
PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira (Rda.), y en consecuencia se NIEGA el amparo reclamado por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Se insta a la UARIV para que culmine la entrega de las ayudas que se ordenaron a favor de la señora LILIANA SINISTERRA, de la cual aún está pendiente el pago del último de los tres giros dispuestos que debe hacerse a su favor en la ciudad de Buenaventura, donde reside en la actualidad. Así mismo en el evento que la accionante y su núcleo familiar se vean inmersos nuevamente en condiciones similares a las que originaron esta acción constitucional, se proceda a gestionar con la debida atención los trámites a los que hubiere lugar.

TERCERO: Por secretaría se oficiará al titular del Juzgado para los fines indicados en el cuerpo motivo de esta providencia y se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Sentencia T-025/04.


� Sobre el tema de las condiciones especiales de las personas desplazadas ver entre otras, la sentencia T-563/05, T- 057/08, T- 787/08, T-495/09, T-501/09.


� En igual sentido, en la sentencia T-517/10 se reiteró: “Vemos entonces que de conformidad con la disposición legal y en el amplio conjunto de principios constitucionales y la decantada jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional se ha señalado de manera enfática que la condición de desplazado deviene en una especial situación fáctica de desprotección, a partir de la cual el ciudadano se encuentra en posibilidad de solicitar de manera preferente la protección especial de sus derechos fundamentales por parte del Estado.”


� Ver folio 47 y ss.


� Ver folio 46.


� Ver folio 3 Cuaderno del Tribunal.


� Ver Sentencia T-330 de 2017.
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